Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a los representantes de la Asociación de Escribanos 
del Uruguay, escribana Rosa Ana Lombardi y escribanos Roque Molla y José Berlingeri. 
Lamentablemente, tenemos un tiempo relativamente limitado y les pedimos disculpas por la espera. 


SEÑORA LOMBARD!I.- En nombre de la Comisión Directiva Nacional de la Asociación de Escribanos 
del Uruguay, queremos agradecer muy sinceramente esta convocatoria y, sobre todo, la comprensión 
que demostraron la semana pasada cuando los virus de la gripe habían diezmado nuestra delegación; 
realmente lo valoramos mucho. Además, pensamos que debemos estar en contacto permanentemente 
y es de interés general mantener una comunicación fluida en estos temas en los cuales nuestros 
técnicos están capacitados para emitir sus opiniones y dar a conocer sus estudios profundos en la 
materia. 


De nuevo muchas gracias por habernos recibido. Tenemos informes preparados para cada 
uno de los miembros de la Comisión sobre los estudios que se han hecho sobre este proyecto, con 
copia para que quede en la secretaría. 


A continuación, cedería el uso de la palabra al escribano Berlingeri, miembro de la Directiva de 
la Asociación, y al profesor escribano Molla, coordinador de la Comisión de Derecho Civil de nuestra 
Asociación. 


SEÑOR MOLLA.- Ante todo es un honor estar en esta Comisión para tratar un tema que, para 
cualquier país que pretende desarrollarse, indudablemente es de enorme importancia. Esto ya lo 
hemos señalado en otras oportunidades en que concurrimos a las Comisiones de ambas Cámaras y, 
últimamente, en oportunidad de tratarse un anteproyecto de derogación de la ley de urbanizaciones 
privadas. Esta ley que se pretende derogar inauguró el sistema de los llamados “clubes de campo”, o 
urbanizaciones privadas, y pensamos que lo correcto es el tratamiento del territorio como tal, como un 
bien de enorme relevancia para el desarrollo nacional y, por lo tanto, corresponde insertarlo en un plan 
de ordenamiento territorial. Creo que en eso estamos todos de acuerdo. Es una ley muy importante 
para el Uruguay y la hemos estado esperando desde hace mucho tiempo pero, a la vez, hay que 
señalar, con carácter general, que es muy científica y poco normativa. 


Desdoblándome en mi calidad de profesor de la Facultad de Derecho y de Asistente 
Académico del Decanato, debo decir que quizás correspondería el análisis de este proyecto de ley por 
parte de la Facultad de Derecho, ya que ésta no ha tenido participación, por lo menos 
institucionalmente, en su estudio. Sí lo ha hecho la Facultad de Arquitectura que, en realidad, es la que 
ha impulsado este proyecto a través de su especialización de arquitectura legal. 


Respetando lo que nos solicitó la señora Presidenta, simplemente venimos a comunicar que 
nos ponemos a disposición de la Comisión para trabajar y estudiar este proyecto, reiterando que es de 
relevante importancia para el desarrollo del país. Además, queremos puntualizar determinadas 
situaciones que están detalladas en el informe que les vamos a dejar. 


En primer lugar, con respecto al tema de la expropiación, consideramos que el sistema 
actualmente vigente -estos datos son de un trabajo de la Comisión de Derecho Público de nuestra 
Asociación- si bien es perfectible, es bueno, y quizás correspondería mantener la disciplina de la 
expropiación de acuerdo con el sistema actualmente imperante, sobre todo en lo relativo a las 
disposiciones del articulado que tenemos a estudio que refieren a la valoración. Allí se habla de un 
promedio de los últimos 10 años a los efectos de fijar la indemnización. Creemos que esto puede traer 
aparejado algún conflicto porque, en realidad, puede no corresponder realmente a una justa 
indemnización. 


Por otra parte, también hemos hecho alguna observación con respecto a la prescripción 
adquisitiva vinculada, sin duda, a los asentamientos irregulares. Todos conocemos el enorme problema 
que tiene el Uruguay con relación a este tema; tan es así que ha surgido, de parte de algunos 
distinguidos autores, el intento de abordarlo, pero realmente es un problema de gran calado y requiere 
un análisis profundo. 


En lo que tiene que ver con la prescripción, consideramos que un tratamiento diferencial del 
sistema de prescripción adquisitiva o usucapión general, puede traer aparejados problemas de orden 
constitucional, porque se están tratando en forma diferencial o desigual situaciones que deberían tener 
el mismo tratamiento. En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que nos manejamos con plazos 
decimonónicos -que vienen, además, del Derecho Romano- la sugerencia que hacemos es que el 
Uruguay necesariamente debe abordar el abatimiento general de los plazos de prescripción. Cuando 
hablamos del abatimiento general, nos referimos a la posibilidad de abatir el plazo de las 
prescripciones adquisitivas -que en este momento son, sin justo título y de buena fe, de treinta años y 
con justo título y de buena fe, de veinte años- a plazos menores del orden de diez o quince años para 
una usucapión actual treintenaria. Esta situación ya se ha manejado en un anteproyecto por parte de la 
Facultad de Derecho -quien habla integró, junto a otros profesores, una Comisión Especial- que estuvo 
prácticamente por ser aprobado por el Parlamento en la Legislatura anterior. 


En síntesis, en primer lugar, consideramos que es de orden el abatimiento de los plazos de 
prescripción en general, pues treinta años es un período que luce totalmente desacompasado con los 
tiempos actuales. Todos los sistemas del mundo occidental, todos los países que han reformulado sus 
discursos a nivel de codificación, han abatido los plazos de prescripción por lo menos a veinte años y, 
en algunos casos, a diez. De manera que sería prudente no establecer un plazo diferencial y abocarse 
definitivamente al abatimiento general de los plazos de prescripción adquisitiva, con lo que, por otra 
parte, se contribuiría a sanear muchísimas situaciones que en este momento presentan problemas de 
titulación. Al mismo tiempo, se cumpliría con la razón por la cual se incluyen en este proyecto de ley los 
asentamientos. 


Otro tema que consideramos puede crear dificultades es el establecimiento del derecho de 
preferencia, que existe en nuestro país respecto a algunos órdenes y, por cierto, nos parece elogiable. 
Me voy a permitir una digresión para señalar que el Uruguay tiene la particularidad de tener leyes 
brillantes y excelentes que, lamentablemente, han tenido muy poca aplicación. Me refiero, en lo que 
hace al derecho de preferencia, por ejemplo, a la Ley N* 11.029, de creación del Instituto Nacional de 
Colonización, que es una excelente ley que, por distintas razones, no ha tenido la beligerancia que 
debió haber tenido en un país primario como el nuestro. Justamente, esta ley, entre sus disposiciones 
incluye este sistema llamado derecho de preferencia que, en realidad, técnicamente, es el derecho de 
tanteo, esto es, que cuando surge un comprador, el Instituto, en función de la superficie que marca la 
ley, de más de 1.000 hectáreas, tiene la opción de comprar. A nuestro entender, en este anteproyecto 
no aparece esa reglamentación precisa que contiene la Ley N* 11.029. 


Por otro lado, hemos detectado que hay una situación de menoscabo a los inmuebles que 
carecen de permiso de construcción. Este también es un problema que atenta contra un importante 
sector de la población en vías o en situación de procederse a la expropiación. Actualmente, puede 
decirse que un porcentaje elevadísimo de la construcción urbana del Uruguay se encuentra en 
situación irregular por carecer de permiso de construcción o por no ajustarse a lo establecido en las 
ordenanzas municipales. Se podría plantear que, en definitiva, en estos casos de lo que se trata es de 
legalizar lo irregular. Ahora bien, creemos que también corresponde reconocer la realidad de los 
países. Como antecedente podemos decir que, justamente, el Decreto-Ley N* 14.261, de Propiedad 
Horizontal, tuvo en cuenta esa situación. Me refiero a que más allá de no haberse respetado las 
coordenadas de policía urbanística que establecía la Ley de Propiedad Horizontal, se dieron un 
sinnúmero de situaciones irregulares y esta ley procuró, de alguna forma, establecer su posibilidad de 
comercialización en apoyo a los sectores de escasos recursos. Quizás se pueda establecer un 
régimen diferenciador para proteger a los sectores de población que tienen construcciones irregulares 
o sin el permiso correspondiente, y no a aquellos que tienen un porte que merecen el tratamiento 
pertinente a nivel legal. Por supuesto, esto influiría en la indemnización. Creemos que si el proyecto no 
ampara a dichas construcciones que se realizaron sin permiso, sería loable que se diferenciara ese 
sector para que estuviera protegido. 


Por otra parte, para finalizar voy a aludir a la referencia que hace el proyecto de ley al 
derecho de superficie. Desde el punto de vista técnico, entendemos que se trata de una redacción 
escueta y avara. Ahora bien, desde el punto de vista de política jurídica consideramos que el derecho 
de superficie existe y es admitido en el Uruguay. La opinión del distinguido profesor y amigo, doctor 
Juan Andrés Ramírez, es la única que entiende que esto no es viable, pero aclaro que se trata de una 
posición minoritaria; la opinión abrumadoramente mayoritaria es que a nivel del Código Civil se 
establece la pertinencia de este derecho. De todas maneras, si se pretende legislarlo en forma 
definitiva, creemos que merecería un tratamiento más detenido y, eventualmente -y quizás esta sea 
una aspiración mayor- su incorporación al propio sistema general. Lo que sí entendemos es que, por 
un lado, debería ser una norma declarativa y no innovativa, y, por otro, debería haber una 


reglamentación precisa de este derecho que suele confundirse con lo que en propiedad horizontal se 
conoce como el derecho de sobreedificar o sobreelevar. Por ello hay que ser muy cautelosos en la 
forma de disciplinar este instituto. 


Estas serían, entonces, las situaciones que nos han merecido mayor atención. Sin perjuicio 
de ello, tenemos la inquietud de seguir trabajando en este proyecto de ley y, en la medida en que los 
señores Senadores lo dispongan, aportar los distintos estudios que se nos soliciten. 


SEÑOR BERLINGERI.- Soy directivo de la Asociación de Escribanos del Uruguay y como tal quiero 
realizar algunas puntualizaciones de orden político gremial porque este trabajo es la conclusión de una 
serie de actividades que hubo en la Asociación; hemos recibido una cantidad de planteos muy 
puntuales que vamos a exponer, pero sobre los que aún no hemos tomado posición. Uno de ellos es 
el que nos hicieron los colegas de Rocha, quienes plantean la necesidad de una legislación que 
solucione un problema departamental que tiene que ver con que en la zona de la Laguna Garzón 
existen 140.000 lotes que están todos fraccionados, lo que imposibilita un emprendimiento de turismo 
como el que tiene el departamento de Maldonado. Nosotros hemos considerado este tema y, a pesar 
de que entendimos que no es nuestra competencia plantear este hecho puntual a esta Comisión, 
quisimos comunicárselos porque, llegado el momento, es algo que debe considerarse. 


El otro tema que se da mucho en el interior tiene que ver con la admisión de nuevos 
emprendimientos a nivel departamental o nacional, los que muchas veces no contemplan el problema 
habitacional de los nuevos puestos de trabajo. Por esta razón, se produce, involuntariamente, la 
aparición de asentamientos. No sé si esto es competencia específica de este proyecto de ley, pero sí 
es un tema de ordenamiento territorial. Estos son dos temas político-gremiales sobre los que la 
Asociación entiende que no debe tomar posición, pero igualmente quisimos comunicar a los señores 
Senadores lo que nos han planteado. 


Por último, queremos reiterar que estamos a vuestra total disposición por cualquier 
colaboración que necesiten respecto a la posible modificación o redacción de determinados artículos 
técnicos. Este es sólo el inicio de un contacto que debe ser permanente, en beneficio de ambas partes 
-ustedes con carácter general y nosotros con carácter particular- sobre un tema que no nos es ajeno. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Si bien no tengo claro en qué artículo -porque uno va conociendo el 
proyecto a medida que lo va analizando- tengo entendido que el tema de la vivienda en nuevos 
emprendimientos está contemplado en el proyecto como una obligación de quienes los realizan. Tal 
vez no esté redactado de la mejor manera -porque eso es algo que se va ajustando a medida que la 
Comisión va trabajando- pero el concepto existe. Incluso, cuando concurrieron los representantes del 
Ministerio, se puso como ejemplo el departamento de Maldonado -aunque se da en muchas partes del 
territorio- porque esa imprevisión después genera desorden territorial y otra cantidad de consecuencias 
no deseables. 


Como se trata de un proyecto de ley complejo, reitero que tal vez no haya quedado bien 
explicitado, pero el concepto está incluido, porque es una preocupación que muchos Senadores 
teníamos, y el Ministerio en primer término. 


SEÑOR MOREIRA.- Ustedes han hecho comentarios sobre algunas de estas normas y hay una 
específica, referida a los deberes de los propietarios -artículo 39- que creemos que es susceptible de 
generar polémica. 


Al respecto, estaba leyendo el material que ustedes nos entregaron sobre el tema de las 
expropiaciones, en tanto significan una limitación al derecho de propiedad en razón del interés general. 


En estos deberes generales relativos a la propiedad inmueble hay una serie de cosas que 
son muy nuevas. Se reconocen como deberes para los titulares de inmuebles, en función del interés 
general -que, en definitiva, es el fundamento de la norma- los siguientes. En primer lugar, se prevé el 
deber de usar, es decir que sean destinados efectivamente a los usos dispuestos por los instrumentos 
de ordenamiento territorial y conforme a la ley. Este deber comprende la contribución a la acción de las 
entidades públicas en el marco de la legislación aplicable. 


También se habla del deber de conservar. Este es un deber que puede incluirse porque, sobre 
todo en las legislaciones departamentales, hay tributos que gravan edificaciones ruinosas, imponiendo 


determinados deberes a los propietarios, muchas veces por razones de seguridad, de paisaje o de 
higiene pública. Asimismo, se establece el deber de proteger el medio ambiente y la diversidad, lo que 
parece razonable. También se habla del deber de proteger el patrimonio cultural, lo que normalmente 
está recogido, sobre todo en normas nacionales y departamentales. Luego llegamos a una parte donde 
se habla del deber de edificar -lo que es bastante nuevo- que dice, concretamente: “Los propietarios 
deberán, a su costo, ejecutar las infraestructuras urbanas o las construcciones establecidas en las 
autorizaciones conferidas y en los plazos fijados por éstas, de conformidad con los instrumentos de 
ordenamiento territorial. Este deber comprende la obligatoriedad de edificar en los lotes privados en 
una zona urbanizada cuando así lo determinen los instrumentos aplicables”. Al mismo tiempo, en este 
artículo se dispone el deber de transferir, el deber de cuidar y el deber de rehabilitar y restituir. 
Considero que esto puede constituir limitaciones importantes al derecho de propiedad y por ello esta es 
una de las partes más polémicas que tiene este proyecto de ley. Me gustaría saber qué opinión tienen 
los visitantes sobre este tema. 


SEÑORA LOMBARD!I.- Pido disculpas a los señores Senadores por tener que retirarme en virtud de un 
compromiso asumido previamente. De todas maneras, los dejo en buenas manos y les agradezco 
nuevamente por su atención. 


SEÑOR BERLINGERI.- Justamente, estuvimos evaluando lo que menciona el señor Senador Moreira. 
Indudablemente, las Constituciones del siglo pasado y los Códigos Civiles de la década del cincuenta 
en adelante, han tomado el derecho de propiedad, como no puede ser de otra manera, como un 
derecho-deber, destacando lo que se conoce como la función social de la propiedad. En eso estamos 
de acuerdo, aunque no estamos enquistados en lo que fue el famoso derecho de usar, gozar y abusar 
que tenía el Derecho Romano y que fue consagrado en los códigos napoleónicos y sus tributarios. De 
todos modos, nos hemos planteado la duda de si efectivamente, para una formulación nueva, que en 
definitiva inaugura una situación distinta, no sería muy abrupto el cambio -más allá de su 
constitucionalidad o no; creo que en parte el señor Senador Moreira iba en esa línea- y estaría 
vulnerando el derecho de propiedad consagrado en la Constitución de la República. 


Creemos que el tema también debería transitar por la vía de la situación tributaria -gravosa 
para los terrenos baldíos- y en un primer paso, si se quiere, no establecer este deber de edificar por 
cuanto puede ser un bumerán, justamente, para los sectores de escasos recursos, que con esfuerzo 
han adquirido un predio y, por distintas razones, no pueden llevar adelante una construcción, por lo que 
se van a ver en una situación eventual tan gravosa que determine, en definitiva, la pérdida de ese 
derecho de propiedad. Por eso quizás sería más ponderado no establecerlo en esta primera instancia 
y, en todo caso, imponerlo en el devenir de los acontecimientos, cuando el país haya logrado un 
equilibrio mayor al que tiene actualmente que, en realidad  -lo reiteramos- es una situación de 
desequilibrio importante. En Montevideo, por ejemplo, todos sabemos que una cosa es hablar de 
Avenida Italia hacia la rambla y otra, hacia el norte. Son situaciones que hay que conocer, reconocer y 
tratar, y es lo que precisamente nos ha motivado a intentar solucionar, en distintas oportunidades, 
problemas de “tugurización” -usando términos bastante comunes- que viene sufriendo la población, 
que consiste en la realización de construcciones en los fondos de casas modestas. Hemos tratado de 
conseguir la prórroga del Decreto-Ley N* 14.261, de Propiedad Horizontal, que antes mencionaba, 
para poder permitir un tratamiento a nivel de padrón individual de distintas propiedades que están en 
un mismo padrón matriz. Sin embargo, un tema está vinculado con el otro. Creemos que el deber que 
se impone de edificar, también necesita contemplar la situación del común de nuestra población que se 
encuentra en una situación de escasos recursos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la delegación que nos visita y queremos 
decirles que aceptamos con mucho agrado el ofrecimiento, dado que este es un tema muy complejo, 
en el que hay que tener en cuenta muchas aristas. La verdad es que para nosotros ha sido muy buena 
la respuesta de todos los sectores que han comparecido ante esta Comisión, porque de todos hemos 
aprendido mucho. Además, es imposible realizar un trabajo multidisciplinario a la hora de evaluar un 
tema de esta naturaleza en un ámbito político. Esta es una iniciativa que concreta un Ministerio 
determinado, pero sin duda, otros anteriores han remitido a este Parlamento variados modelos, todos 
inspirados en la necesidad de que Uruguay tenga una Ley Nacional de Ordenamiento Territorial. 


Esta norma no va a solucionar todos los problemas que tenemos -nadie lo pretende- pero es 
un paso que todos damos para que en esta Legislatura se concrete una propuesta. Más allá de las 
eventuales modificaciones que puedan hacerse luego, dado que siempre será perfectible, todos 
aquellos que han comparecido ante esta Comisión han sido unánimes en la necesidad de la norma. 


SEÑOR MOREIRA.- No recuerdo si compareció ante la Comisión algún representante de la Cátedra de 
Derecho Civil, y lo digo porque, justamente, el escribano Molla hacía referencia al doctor Ramírez. 
Quizás sería interesante que concurriera un especialista para dar su opinión sobre algunos artículos 
que tienen que ver con esa especialidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En su momento se planteó la posibilidad. 


SEÑORA MOLLA.- La administración actual de la Facultad, en la que cumplo mi función de 
académico, está intentando institucionalizar el trabajo de la Facultad de Derecho en lo que tiene que 
ver con la colaboración con el Parlamento. Lo que se busca es que cuando se analiza un proyecto de 
ley, cualquiera sea la disciplina, la Facultad de Derecho sea quien emita una opinión. Ha sido el estilo 
tradicional en las distintas Legislaturas que se convoque a distintos catedráticos, y lo que se pretende 
ahora es que la Facultad sea quien emita una opinión. Por supuesto que para ello convocará a 
representantes de distintas disciplinas porque, como en este caso, pueden darse situaciones de 
Derecho Público, pero también de Derecho Privado. 


Entonces, a propósito de esta situación, que conocía por ser coordinador de la Comisión de 
Derecho Civil de la Asociación, me llamó la atención que no haya comparecido nadie de la Facultad de 
Derecho en forma oficial. Por otra parte, no veo que se haya hecho un estudio de las distintas áreas y 
quizás, si estamos a tiempo, podríamos trasladar en forma personal la inquietud de que los distintos 
Institutos de la Facultad de Derecho, fundamentalmente de las áreas de Derecho Público y Privado, se 
aboquen a hacer un informe sobre este proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tal como usted decía, nosotros recibimos la opinión y la mirada 
especializada de los catedráticos de Derecho de la Facultad de Arquitectura, pero no nos vendría mal 
escuchar un informe de la Facultad de Derecho en el sentido que se plantea. 


SEÑOR MOREIRA.- Se trata de una iniciativa que tiene cierta complejidad y cuenta con varios 
artículos, por lo que en el menor plazo posible nos interesaría mucho conocer esas opiniones para 
poder ilustrarnos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el caso de que haya una posición, podríamos formalizar el pedido. 
SEÑOR MOLLA.- Incluso, lo que se está actualizando son los convenios con el Parlamento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más comentarios, la Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial del Senado agradece la comparecencia de los representantes de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 7 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


